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Tuluá, abril 28 de 2022 

  

 

Señor:  

JUEZ TERCERO (3º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BUGA (VALLE)   

Atte. /. Dr. Ramón González González   

j03adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Buga – Valle  

  

 

ASUNTO:    CONTESTACIÓN DEMANDA 

RADICACIÓN:   76-111-33-33-003 – 2022-00010-00 

MEDIO DE CONTROL:  Repetición 

DEMANDANTE:   Municipio de Tuluá (Valle) 

DEMANDADOS:     Isabel Cristina Lasso y Otros 
 

 

CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, mayor de edad, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 94.153.245 expedida en Tuluá, abogado en ejercicio, con tarjeta profesional 

No. 143689 del H C.S de la J., obrando en mi propio nombre y representación, por medio del 

presente libelo, doy contestación a la demanda del medio de control de repetición con 

radicación arriba descrita, de manera oportuna dentro de los términos de la notificación 

personal contemplada y contados de conformidad al artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, 

modificado por la Ley 2080 de 2021; refiriéndome en primer lugar a los hechos que sustenta 

el escrito de demanda, a saber: 
 

 

A LOS HECHOS 
  

Al Hecho 1: Es cierto. 

Al Hecho 2: Es cierto. 

Al Hecho 3: Es cierto; en mi caso particular –Carlos Andrés Rivera Cardona- posesionado 

el 01 de enero de 2016, como consta en el acta de posesión No. 240-0134.004, 

que hace parte del expediente procesal, en calidad de Jefe de la Oficina Jurídica, 

las actuaciones se realizaron bajo el cumplimiento del deber funcional, 

constitucional y legal, bajo las orientaciones de un Comité de conciliación, que 
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así lo determinó, teniendo en cuenta, -los mismos documentos anexados al 

libelo demandatorio-, el Acta de conciliación No. 030 del 16 de noviembre de 

2016 -pág. 85 del libelo de demanda y anexos-, en donde se hace un análisis 

técnico y jurídico al respecto de la sentencia de un proceso del año 2013, sobre 

unos hechos de una supuesta falla en el servicio de marzo de 2013  y que al 

recibir CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA como jefe de  la oficina asesora 

jurídica  para la adiada de 2016 ya se había hecho una defensa jurídica desde 

la técnica establecida por el grupo jurídico  de la época  2013,  para el año 

2016 el proceso se encontraba en despacho para fallo y al momento del fallo 

31 de agosto de 2016, escasos 6 meses de haber asumido el cargo; -se 

estableció junto con el profesional universitario de defensa judicial encargado 

del proceso (según Decreto 280-018.1399 de diciembre 28 de 2015 Ver en la 

página 58). y quien asistió a las audiencias como consta dentro de dicho 

proceso en este mismo juzgado tercero administrativo de Buga y  quien venía 

desempeñando esas funciones desde el año anterior y que conocía el 

expediente-, la defensa con la técnica pertinente para el caso, y de la cual el 

comité de conciliación estableció una defensa institucional con fundamento en 

tres (3) jurisprudencias del Honorable Consejo de Estado y bajo la teoría de 

“Falla Relativa”; todo ello como instancia administrativa  en procura de la 

defensa de los intereses de la entidad, evitando lesionar el patrimonio 

público, según el Artículo 16 del decreto1716 de 2009 compilado en el artículo 

2.2.4.3.1.2.2 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, a saber:  

  

ARTÍCULO 16. COMITÉ DE CONCILIACIÓN. <Artículo compilado en el 

artículo 2.2.4.3.1.2.2 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015. Debe 

tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 3.1.1 del mismo Decreto 1069 

de 2015> El Comité de Conciliación es una instancia administrativa que actúa 

como sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del 

daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad. 

 

Igualmente decidirá, en cada caso específico, sobre la procedencia de la 

conciliación o cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con 
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sujeción estricta a las normas jurídicas sustantivas, procedimentales y de 

control vigentes, evitando lesionar el patrimonio público.  

 

Lo que advierte –itero- el cumplimiento de las funciones encomendadas y 

juradas a cumplir por CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA como jefe de la 

oficina asesora jurídica para la adiada de 2016.  

 

Al Hecho 4: Es cierto, empero ha de tenerse en cuenta y que es menester desde esta 

instancia y para los fines esenciales de este medio de control de REPETICIÓN, 

dejar claro de toda claridad, es que el Tribunal Contencioso Administrativo 

del Valle del Cauca en sentencia del 04 de febrero de 2021, proferida por la 

sala de decisión No. 4. M.P. LUZ ELENA SIERRA VALENCIA, CONFIRMÓ EN SU 

TOTALIDAD la sentencia No. 154 del 31 de agosto de 2016 proferida por el 

Juzgado Tercero Administrativo de Buga; en cuanto, a las costas procesales 

se refiere, el ad quo se ABSTUVO de condenar en COSTAS, bajo el argumento 

de “no encontrar probados los gastos realizados por la parte demandante para 

beneficiarlo con el reconocimiento del mismo” como figura y se observa en el 

punto VIII Intitulado con igual designación del fallo 154 de 2016; pero no así 

el Tribunal Administrativo, estableciéndolas en un 1% por concepto de 

agencias en derecho, bajo el nuevo escenario introducido por el artículo 188 

del CPACA y que remite a su vez a la codificación general procesal artículo 365-

8 y con sustentáculo a su vez en la jurisprudencia del Consejo de Estado con 

fecha de sentencia del 7 de abril de 2016 con radicación No. 201300022-01 M.P 

William Hernández Gómez, en donde se establece que “por norma general en 

toda sentencia se “dispondrá” de las costas, es decir, se decidirá bien sea para 

condenar total o parcialmente, o bien para abstenerse, según las reglas del 

CGP, esto es se pasó de un criterio “subjetivo” CCA a uno “objetivo valorativo” 

CPACA”.  
 

Dejando con el uno (1%) la liquidación de las costas procesales por concepto 

de agencias en derecho despachadas por el ad quem, cuyo valor se contempló 
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en la suma de Novecientos Ocho Mil Quinientos Veintiséis Pesos M/Cte. ($ 

908.526), a razón del valor de la pretensión mayor de la demanda. 

 

Al Hecho 5: Es cierto pero el énfasis y único cargo está sobre la falla en la prestación del 

servicio de educación en cuanto a brindar una oportuna seguridad y garantizar 

la protección a los menores dentro del plantel educativo institucional, que por 

obvias razones –en especial la etaria- están a su cargo, a su prohíjo para la 

época de año 2013 fecha de ocurrencia de los hechos -los directivos y personal 

docente- “como garantes de la vida e integridad personal de sus alumnos”. 

Y NO, en ningún momento, por la posición asumida en el año 2016, como 

institucional por parte del comité de conciliación en cumplimiento de sus 

funciones legales y constitucionales, con sustento en jurisprudencia vertical, 

ambas arriba deprecadas.   
  

Al Hecho 6: Es cierto, tanto en la ratio decidendi, como en el decisum, en sendas instancias 

judiciales, lo medular es la Falla del Servicio en el deber de custodia y cuidado 

surgida ante la omisión que quebranta la garantía de cuidado sobre quienes 

están bajo su custodia y subordinación, que en el del proceso principal 

originario de esta repetición se ve implícito en el personal docente y 

administrativo de la institución educativa para la época de los hechos año 

2013 y no se predica por razones expuesta al comité de conciliación para la 

adiada de 2016, a saber:     
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Al Hecho 7: No me consta. 

 

Al Hecho 8:  Parcialmente cierto, en cuanto a que, a la fecha del 16 de noviembre de 2016,  

me desempeñaba con funciones de jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Alcaldía 

Municipal de Tuluá e hice parte del Comité de Conciliación del ente territorial para esa misma 

adiada.  Lo que no es cierto, es que me encuentre inmerso en una conducta gravosa por 

omisión, causante de una pérdida o menoscabo en el erario municipal como lo asevera sin 

probanza alguna la Alcaldía de Tuluá, a la postre de manera desazonada, tozuda y sin 

sustento ni jurídico, ni en derecho y menos con prueba alguna; porque en su ligereza de 

adjudicar responsabilidad en ningún momento presentan, demuestran o documentan el 

presunto o posible detrimento, a más de lo que predican en el escrito de demanda en el 

mismo hecho octavo parte final, es de que “aseguro un ahorro al municipio”, como si se 

tratase la entidad territorial de Tuluá, de una entidad financiera, crediticia, de una  

empresa de ahorros, de una cooperativa o inclusive de una institución de ahorro privado. 

Peor aún, es que envuelven en un proceso jurídico a un exfuncionario sin un fundamento 

lógico y claro desde lo jurídico, obvio está y sin demostrar cual es el detrimento, perdida o 

menoscabo que sufrió el municipio por la consolidación institucional por medio del comité 

de conciliación con sustento jurídico inmerso en el acta No. 030 de 2016, a sabiendas que 

del fallo de primera instancia –sentencia 154 de 2016- al fallo de segunda instancia, no hubo 

modificaciones en su condena, puesto que es confirmatorio en su totalidad, este de aquel; 

por lo que no hay mayores valores a pagar frente a cada ítem contemplado en reparación 

de los establecidos en primera instancia, por lo que NO se advierte en ningún momento 

detrimento alguno. Así las cosas y que desde el mismo momento de apreciación de este 

hecho ya hablan de que no se “aseguro un ahorro al municipio” y no de un detrimento, 

por tanto, ad initio sabían que no estaba legitimado en la causa por pasiva y aun así itero 

tozudamente me sumergen en dicha condición colocando el aparato judicial en 

funcionamiento sin motivo jurídico justificable.    Por lo que el jefe de Oficina Asesora Jurídica 

–Carlos Andrés Rivera Cardona, así las cosas, no reviste de ninguna manera configuración 

alguna que incida negativamente –NO hay vínculo que cause efectos DOLOSO o de 

CULPA GRAVE- al respecto.  
  

Al Hecho 9: No me consta.  
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Al Hecho 10: Es parcialmente cierto, en cuanto a que hubo por parte del comité de 

conciliación y defensa judicial una desconfiguración y descontextualización de su mismo 

predicado, que quedó consignado en el acta No. 27 reunión ordinaria del 23 de noviembre 

de 2021 de los realmente legitimados en la causa por pasiva, a saber: 
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De conformidad a las constataciones fácticas que anteceden, sustento así mismo 

controversia frente a las pretensiones, a saber: 

 

 

A LA PRETENSION Y FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Frente a la PETICION establecida en el libelo de demanda que configuraría la pretensión de 

la actora del mismo, establezco que: 

 

En tratándose de mi caso en particular: CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, debe 

establecerse tres (3) situaciones que arremeten directamente mi incursión en este 

medio de control de repetición, a saber:  i) El NO encontrarme ni legitimado en la 

causa por pasiva, ni existir prueba alguna que pudiese revestir algún tipo de actuar 

doloso o culposo frente al proceso originario –reparación directa 2014-0341-, ii) El 

innegable resultado tanto en su parte motiva como en su resolución en las dos 

instancias judiciales, que en ningún momento comprometen responsabilidad a mi 

nombre, al no existir prueba que la o comprometa mi volición en la misma, y iii) El no 

comprender ningún detrimento al erario municipal de Tuluá, al no modificarse por un 

mayor valor las sumas establecidas como condena de primera a segunda instancia, 

en tratándose de la manera en que endilga la entidad territorial a Carlos Andrés Rivera 

Cardona en calidad de integrante del comité de conciliación en el año 2016, con un 

supuesto actuar de culpa grave por no haber decido conciliar en el año 2016 para 

evitarle -léase bien- un ahorro al municipio de Tuluá, es decir el  mismo Municipio 

de Tuluá, en su hecho octavo de esta demanda de repetición ya sabía que no había 

un detrimento y que no era viable acudir a repetir contar el aquí contestatario de 

demanda, sin embargo de manera infundada jurídicamente decidió iniciarlo, sin 

prueba alguna y lo peor aún con conocimiento de causa y que lo deja claro en el 

escenario judicial; esto es un sin sentido, que deberá explicar de fondo la actora, 

porque estaría posiblemente inmersa en injuria y calumnia, siendo el mismo hecho 

octavo una confesión expresa de ello, a saber:   
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Lo anterior encuentra todo su asidero en el mismo expediente procesal, tanto el de las dos 

instancias judiciales de los fallos No. 154 del 31 de agosto de 2016, como en el del Tribunal 

Contencioso Administrativo del Valle del 04 de febrero de 2021, proferida por la sala de 

decisión No. 4. M.P. LUZ ELENA SIERRA VALENCIA, en donde de fondo condenan la falla en 

el servicio de educación en la institución educativa por parte del personal docente como 

administrativo por los hechos ocurridos en el año 2013 “como garantes de la vida e 

integridad personal de sus alumnos”. 

 

En el mismo sentido ha de entronizarse que no existe en el caso particular de CARLOS 

ANDRÉS RIVERA CARDONA, como integrante del comité de conciliación para el año 2016, 

distinción de omisión o un actuar doloso o con culpa grave, al momento de firmar el Acta 

de conciliación No. 030 del 16 de noviembre de 2016 -pág. 85 del libelo de demanda y 

anexos-, en donde se hace un análisis técnico y jurídico al respecto de la sentencia de un 

proceso del año 2013, sobre unos hechos de una supuesta falla en el servicio de marzo de 

2013  y que al recibir CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA como jefe de la oficina asesora 

jurídica  para la adiada de 2016  ya se había hecho por parte del grupo jurídico  de la época  

2013 una técnica y defensa jurídica, y para el año 2016  el proceso se encontraba en 

despacho para fallo y al momento del fallo 31 de agosto de 2016, escasos 6 meses de 
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haber asumido el cargo de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica; -se estableció con el 

profesional universitario de defensa judicial encargado del proceso (según Decreto 280-

018.1399 de diciembre 28 de 2015 Ver  en la página 58). y quien asistió a las audiencias como 

consta dentro de dicho proceso en este mismo juzgado tercero administrativo de Buga y con 

quién venía desempeñando esas funciones desde el año anterior y que conocía el 

expediente-, la defensa con la técnica pertinente para el caso y como lo establece el mismo 

Municipio de Tuluá en su escrito de demanda en el numeral TERCERO del capítulo de los 

HECHOS, se recurrió en alzada de manera oportuna a la sentencia No. 154 del 31 de agosto 

de 2016, -proferida por este mismo juzgado tercero administrativo de Buga-, lo que advierte 

el cumplimiento de las funciones encomendadas y juradas a cumplir por  CARLOS ANDRÉS 

RIVERA CARDONA como jefe de  la oficina asesora jurídica  para la adiada de 2016. 

 

Así las cosas y teniendo en cuenta lo que se predica legalmente o debe tenerse en cuenta 

para que una persona se encuentre o esté legitimada en la causa y que obre prueba de 

estar en este proceso bajo esa calidad o para tal fin, el artículo 142 de la Ley 1437 de 2011-

CPACA, establece que: 

  

“ARTÍCULO 142. Repetición. Cuando el Estado haya debido hacer un 

reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u 

otra forma de terminación de conflictos que sean consecuencia de la 

conducta dolosa o gravemente culposa del servidor o ex servidor público 

o del particular en ejercicio de funciones públicas, la entidad respectiva deberá 

repetir contra estos por lo pagado.” En el mismo sentido se desprende del 

artículo 2 de la Ley 678 de 2001 y de disimiles posiciones sentadas por la 

jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado y de la Honorable Corte 

Constitucional, que así lo han decantado.  

 

Por tanto, al existir una condena por el medio del control de Reparación Directa -ARTÍCULO 

140 CPACA. Reparación directa. En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, 

la persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño antijurídico 

producido por la acción u omisión de los agentes del Estado. -; en donde se decantó en doble 

instancia en cuanto a sus consideraciones fácticas y jurídicas al respecto, dejando dilucidado, 

esclarecido los funcionarios para la época de los hechos -año 2013- que pudieron incurrir en 
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dicha conducta –directivos y personal docente de la Institución educativa-;  por tanto no es 

pertinente, ni conducente que hoy sin prueba alguna, ni contundente o por demostrar –

porque queda TOTALMENTE DEMOSTRADO Y COMPROBADO que no existe detrimento 

alguno al municipio de Tuluá que comprometa el nombre de Carlos Andrés Rivera Cardona, 

con responsabilidad de algún tipo o grado– el Municipio de Tuluá, pretenda repetir contra 

Carlos Andrés Rivera Cardona, como Integrante del Comité de Conciliación cuyo objeto es 

actuar como instancia administrativa en procura de la defensa de los intereses de la 

entidad, evitando lesionar el patrimonio público, según el Artículo 16 del decreto1716 de 

2009 compilado en el artículo 2.2.4.3.1.2.2 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, a saber:  

  
“ARTÍCULO 16. COMITÉ DE CONCILIACIÓN. <Artículo compilado en el artículo 

2.2.4.3.1.2.2 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015. Debe tenerse en cuenta lo 

dispuesto por el artículo 3.1.1 del mismo Decreto 1069 de 2015> El Comité de Conciliación 

es una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de 

políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad.  

Igualmente decidirá, en cada caso específico, sobre la procedencia de la conciliación o 

cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción estricta a las normas 

jurídicas sustantivas, procedimentales y de control vigentes, evitando lesionar el patrimonio 

público.”. 

 
Por lo que es menester aclarar que el actuar institucional, se realizó con una defensa técnica 

y jurídica conforme a lo que venía desarrollándose por el Municipio desde el 2013 con el 

profesional universitario de defensa judicial encargado del proceso para la adiada de esa 

época y el de 2016 (según Decreto 280-018.1399 de diciembre 28 de 2015 Ver en la 

página 58). y quienes asistieron a las audiencias como consta dentro de dicho proceso en 

este mismo juzgado tercero administrativo de Buga, al igual que se contó con dicho 

profesional universitario para el análisis y la conceptualización jurídica del comité de 

conciliación que expediría el acta No. 030 de noviembre 16 de 2016, cuyo transcriptor 

brindaba apoyo jurídico al grupo de defensa judicial orientado por el Profesional 

universitario con funciones arriba descritas en el Manual; fundamentados en tres (3) 

jurisprudencias del Honorable Consejo de Estado y bajo la teoría de “Falla  Relativa”. 
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Por lo que el comité en pleno asumió la posición de NO CONCILIAR, de conformidad a la 

técnica que venía desarrollando el Municipio de Tuluá como defensa institucional desde el 

momento de 2013 y la etapa de la litiscontestation dentro del proceso de radicación número 

760013331002-2014-00341-00 del Juzgado Tercero Administrativo de Buga y hasta el 

momento del fallo de primera instancia, etapa a partir e de la cual el que realmente asumimos 

en el año 2016 el proceso del medio de control de reparación directa, con la nueva 

administración, bajo el argumento obviamente de lo que había técnica y jurídicamente 

asumido la defensa institucional el Municipio de Tuluá en dicho proceso, impetrando el 

recurso de apelación a la sentencia No. 154 del 31 de agosto de 2016. 

 

En tanto en cuanto, NO se presentó y NO obra en el expediente prueba que soporte o dé 

cobijo jurídico -que envuelva a CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, posesionado el 01 

de enero de 2016, ni en tiempo, modo o lugar, para la época de ocurrencia de los hechos – 

año 2013- para determinar que se encuentra inmerso en el artículo 142 de la Ley 1437 de 2011  

–Repetición- en concordancia con el artículo 2 de la Ley 678 de 2001, es decir que no se puede 

predicar ninguno de los tres (3) elementos indispensables para que se configure dicha figura jurídica; 

Por parte de la Alcaldía Municipal de Tuluá, que acredite la calidad en me integran al proceso como  

demandado. Es decir, que por sostener una directriz institucional en defensa del patrimonio 

de la misma con teorías jurídicas sentadas por la jurisprudencia del Consejo de Estado, casi 

que, como doctrina probable, no es viable que se quiera equiparar y transpolar a la fuerza 

en una normatividad que no calza o no se acomoda jurídicamente en CARLOS ANDRÉS 

RIVERA CARDONA como integrante de Comité de Conciliación. 

 

A más de ello, no se encuentra coherencia, ni verosimilitud al llamamiento o enjuiciamiento 

en calidad de demandado a CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, cuando el mismo Juzgado 

Tercero Administrativo de Buga –primera instancia- y Tribunal Contencioso Administrativo 

del Valle -segunda instancia-  establecen en sendas sentencias, una imputación de 

responsabilidad a título de falla en la prestación del servicio, de parte del personal de 

docentes de la institución educativa para la época de los hechos 2013, así mismo en el 

punto sexto de los hechos de la demanda el mismo Municipio de Tuluá lo replica, y 

en nada abarca, endilga o sindica  a CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, como integrante 

del comité de conciliación  para la adiada 2016, por obvias razones; ahora bien, en tratándose 
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del numeral octavo del libelo demandatorio, la alcaldía municipal, no aporta ninguna prueba 

y menos establece un NEXO DE CAUSALIDAD, entre los hechos y el acta de conciliación, 

menos demuestra o aporta prueba siquiera sumaria de cuál es el detrimento causado al 

erario municipal y ni solventa dicha situación, solo discurre la literatura o narrativa sobre 

la decisión de NO Conciliar, y peor al disponer del termino desafortunado de “ahorro al 

municipio”, -ver el hecho octavo parte final del escrito de demanda- es decir que desde 

siempre, y ad initio de este proceso de repetición el ente territorial en el año 2021, junto su 

Comité de Conciliación, defensa judicial y prevención del daño antijurídico de 2021, 

sabían que no había un detrimento, porque así la oficina de representación judicial lo 

describe en sus consideraciones fácticas y hablan como si el municipio se tratase de una 

entidad financiera, de ahorro o crédito o un símil empresarial, cooperativo o bancario; pero 

no enlaza en ningún momento dicho predicado con una probanza que estacione a CARLOS 

ANDRÉS RIVERA CARDONA en calidad de demandado de este medio de control, con 

vocación a repetir; es decir este hecho es insulso y no se demuestra con ningún material  

probatorio que directamente dicte o dirija que se omitió o se actuó causando algún tipo de 

menoscabo al presupuesto municipal, al no establecer conciliación en el año 2016; cuando 

las sentencias establecen, itero, una falla en el servicio y NO UN PERJUICIO POR NO 

CONCILIAR; por lo que resulta un señalamiento tozudo por parte de la administración 

municipal de Tuluá, que podría estar rayano en desdibujar el verdadero sentido del proceso 

y de la figura jurídica de la repetición y dejando mi buen nombre y criterio profesional 

con una GRAN TACHA, rayanos desviación de poder. 

 

De colofón, es menester insistir que se actuó como integrante del comité de conciliación y 

como jefe de la oficina asesora jurídica para la adiada 2016 de la forma y la manera que la 

Constitución nacional, las leyes y las jurisprudencias del Consejo de Estado, como doctrina 

probable, nos dictaban y en nada, estoy incursos -por el tiempo, modo y lugar- en los 

elementos sine qua non de la institución jurídica de la Repetición, muy en especial, en de 

una conducta sea de acción u omisión frente a unos hechos ocurridos en 2013, y menos en 

la condición de funcionario público o particular investido de tal, pues itero mi posesión 

se dio en el año 2016,  y lo que se condena en sendas instancia, es una falla en el servicio  

por parte del personal de docentes de la institución educativa para la época de los 

hechos 2013 y no como erróneamente la vista del ente territorial pretende hacer ver con la 



 
 
 
 
 

           
 Página 13 de 23 

 

posición institucional de NO conciliar con fundamentos jurídicos en el acta consignados; 

pues de admitir la teoría planteada por la entidad territorial de Tuluá  que al no conciliar se 

ostenta un llamado a repetir, permitiría o daría pie a que se integre el contradictorio con 

unos LITISCONSORTES NECESARIOS, que no se tuvieron en cuanta al trabar la Litis  y 

estos serían todos los profesionales universitarios de defensa judicial que estuvieron a cargo 

del proceso y del Jefe de Oficina Asesora Jurídica para la época de los hechos y encargados 

éstos de la defensa judicial en primera instancia, así como a todos los integrantes del comité 

de conciliación desde el año 2013 hasta la fecha del fallo de última instancia -2021-, pues 

estos también tuvieron la oportunidad para conciliar. 

 

Estando claros en que no hubo detrimento al patrimonio del Municipio de Tuluá, entre el 

estadio, escenario contemplado al momento de las condenas y sus valores entre el primer 

fallo del Juzgado Tercero Administrativo de Buga y el de segunda instancia del Tribunal 

Contencioso Administrativo del Valle, por ser este último CONFIRMATORIO EN SU 

INTEGRIDAD de aquel, no puede deducirse, colegirse merma o perdida ni siquiera 

considerable al erario de la entidad territorial, que configure en Carlos Andrés Rivera 

Cardona, la oportunidad de repetir, por lo establecido en el acta No. 30 del 31 de agosto de 

2016 como firmante e integrante del Comité de conciliación de 2016, mucho menos 

responsabilidad por los hechos acecidos en el año 2013 en la institución educativa de 

occidente, y por lo que fue condenado en sendos fallos con responsabilidad directa allí 

establecida que recaería en el personal docente y administrativo de dicho centro educativo. 

 

Por lo expuesto solicito que se despache desfavorablemente las pretensiones del libelo 

demandatorio, a favor de CARLOS ANDRES RIVERA CARDONA, por no sujetarse a lo 

determinado por la normatividad superior, ni legal que predicar una actuación, conducta que 

no existe- y a una volición –DOLOSA O DE CULPA GRAVE- que tampoco está radicada a 

nombre de Carlos Andrés Rivera Cardona, en el caso particular y que hoy se encuentra en 

sede contenciosa judicial; pues no hubo actuación, estuve desprovisto de participación de 

FONDO en el asunto que nos ocupa y no es de recibo si quiera, el de estar LEGITIMADO EN 

LA CAUSA POR PASIVA, en este medio de control. 

 

Aunado a ello, Propongo a usted señor juez respetuosamente; 
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E X C E P C I Ó N  D E  F O N D O :  

 

Solicito respetuosamente, EXCEPCIONAR POR FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA a 

CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, y POR TANTO SE RETIRE MI NOMBRE como parte 

demandada dentro del proceso radicado No. 2022 – 00010 – 00 en calidad de Jefe de 

Oficina Asesora Jurídica o integrante del comité de conciliación ambos del año 2016, por las 

razones expuestas en las contestaciones, tanto a los hechos como las pretensiones del libelo 

demandatorio, teniendo en cuenta que:  

 

En ningún momento del libelo de demanda, esto es ni en su fundamentación fáctica, ni en 

la jurídica, menos en los documentos anexados por parte de la Alcaldía Municipal de Tuluá, 

se advierte prueba alguna que pueda configurar un actuar u omisión que haya causado un 

detrimento patrimonial al municipio de Tuluá, puesto que ni en las sendas sentencias arriba 

expuesto en que se condena al municipio se establece ni mi nombre en calidad de Jefe de 

oficina Jurídica, ni en el de integrante del Comité de Conciliación, así como en ningún  

omento reviste un mayor valor entre el fallo de primera instancia frente al de segunda que 

siquiera de la posibilidad remota de un detrimento, como el mismo municipio en el Hecho  

Octavo lo ha dejado claro, al reclamar bajo el término o vocablo de un “Ahorro” y nunca de 

un detrimento, merma o menoscabo al erario municipal, pues bien saben que no lo hubo 

por parte de Carlos Andrés Rivera Cardona, bajo ninguna consideración jurídica que amerite 

estar en este escenario. Por lo que NO ESTARÉ LEGITIMADO PARA OBRAR EN LA CAUSA POR 

PASIVA al no subsumirse por la precisado y como lo he dejado claro en la contestación a los 

hechos y a las pretensiones, en especial, concatenado a ello que no podrá predicarse de mí 

un actuar, por lo que no existirá, por tanto, ni dolo o culpa grave, a saber: 

  “…Sobre el actuar doloso o gravemente culposo del agente estatal, segundo requisito 

previsto por la Constitución Política frente a la acción de repetición, está relacionado 

directamente con la responsabilidad del agente estatal, esto es, con el resultado de un juicio 

subjetivo sobre su conducta -positiva o negativa-, como fuente del daño antijurídico por el 

cual resultó condenado el Estado. Bajo este entendimiento, prescribe la norma Constitucional 

que la prosperidad de la acción de repetición se fundamenta en el actuar doloso o 
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gravemente culposo del agente estatal, por tanto, si en el resultado del juicio subjetivo de 

responsabilidad no se determina que la conducta se realizó bajo estos criterios, el Estado no 

tiene derecho a la reparación de su patrimonio”. “…De conformidad con lo anterior, el juicio 

subjetivo de responsabilidad que recae sobre el agente estatal demandado en acción de 

repetición debe construirse bajo diversos criterios, pues para Determinar la existencia del dolo 

o de la culpa grave, el juez debe observar lo dispuesto en los artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 

2001 –a partir de su vigencia-, y además interpretar y aplicar el artículo 63 del Código Civil, y 

armonizar éstas con los fundamentos Constitucionales de esta acción patrimonial -analizados 

supra-, pero enfatizando en los postulados de los artículos 6, 91 y 123 de la Carta, los cuales 

le imponen a los agentes estatales la obligación de actuar conforme al ordenamiento jurídico, 

situación que lleva a considerar lo dispuesto, incluso, desde los manuales de funciones de la 

respectiva entidad.”.1 

 

P R U E B A S  

  

Para que se tengan como pruebas anexo las siguientes: 

 

 

Documentales.  

 

1. Proceso del control de Reparación directa con Radicación número 760013331002- 

2014-00341-00 llevado en este Juzgado Tercero Administrativo de Buga. 
  

2. Acta No. 27 del 23 de noviembre de 2021, Reunión Ordinaria del Comité de 

Conciliación, defensa judicial y prevención del daño antijurídico del Municipio de 

Tuluá, que se encuentra como anexo en las págs. 103 – 104 en el título ANÁLISIS Y 

CONCEPTO PARA CONCILIAR numeral “Contra quién o quiénes se deberá ejercer la 

acción de repetición en caso de proceder”, dentro de este proceso del medio de 

control de repetición número 76-111-33-33-003 – 2022-00010-00. 
  

3. Respuesta derecha de petición de la Secretaria de Desarrollo Institucional, donde se 

establecen los nombres de los funcionarios que ostentaban los cargos para la adiada 

2013 de la Jefe de al Ofician Asesora Jurídica y los Profesionales Universitarios del 

                                                           
1 http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/PDF/16335.pdf. 
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grupo de Defensa Judicial encargados del proceso del medio de control de 

Reparación directa número 760013331002-2014-00341-00 llevado en este Juzgado 

Tercero Administrativo de Buga. 
  

4. Manual de Funciones y competencias laborales –Decreto 280-018.1399 de 

diciembre 28 de 2015-. Vigente para la época y donde se establecen las funciones 

del Profesional Universitario del grupo de Defensa Judicial, pág. 58.   
  

 

A N E X O S : 

 

1. Tarjeta Profesional de Abogado, para actuar en mi propia representación judicial.  

 

2. Lo establecido en el acápite de pruebas y lo determinado en este escrito de  

contestación de demanda, como anexos. 

 

 

N O T I F I C A C I O N E S : 

 

Carrera 25 No. 25 – 36, Edifico Octavio Montoya Oficina 404 

Email: carabog@gmail.com 

 

 

Del señor Juez, atentamente; 

 

 

 

 

CARLOS ANDRES RIVERA CARDONA  

C.C. No. 94.153.245 de Tuluá 

T.P. No. 143.689 del H C.S. de la J. 

 

 

 

mailto:carabog@gmail.com
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(Cédula de ciudadanía,  Tarjeta Profesional de Abogado)  
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C É D U L A  D E  C I U D A D A N Í A   
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T A R J E T A  P R O F E S I O N A L   
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(Respuesta Alcaldía Municipal de Tuluá,  a sol icitud de 

información al respecto)
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Tuluá, abril 28 de 2022 

  

Señor: 

JUEZ TERCERO (3º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BUGA (VALLE)   

Atte. /. Dr. Ramón González González  

j03adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Buga – Valle  

 

ASUNTO:    EXCEPCIONES PREVIAS 

RADICACIÓN:   76-111-33-33-003 – 2022-00010-00 

MEDIO DE CONTROL:  Repetición 

DEMANDANTE:   Municipio de Tuluá (Valle) 

DEMANDADOS:     Isabel Cristina Lasso y Otros 

 

CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, mayor de edad, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 94.153.245 expedida en Tuluá, abogado en ejercicio, con tarjeta profesional 

No. 143689 del H C.S de la J., obrando en mi propio nombre y representación, por medio del 

presente libelo, propongo EXCEPCIONES PREVIAS al medio de control de repetición con 

radicación arriba descrita, de manera oportuna dentro de los términos de la notificación 

personal contemplada y contados de conformidad al artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, 

modificado por la Ley 2080 de 2021; con sustentáculo al parágrafo 2 del artículo 175 del 

CPACA y artículos 100 y ss. del CGP; de conformidad a las siguientes consideraciones y 

razones: 

 

F Á C T I C A S : 

 

1. Invocar la EXCEPCIÓN PREVIA de No haberse presentado prueba de la calidad en 

que se cite al demandado, contemplada en el numeral 6 del artículo 100 del CGP, 

a saber:   

 

mailto:j03adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co
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De lo vislumbrado en el escenario judicial, con el libelo de demanda, no se advierte 

prueba alguna que me haga ostentar la calidad de comparecer al proceso como 

legitimado en la causa por pasiva, esto es, demandado; pues nada tengo que estar 

haciendo en sede judicial, para hacerme parte e integrar un contradictorio sin prueba 

alguna, menos el de una conducta con actuar doloso o con culpa grave, sobre unos 

hechos acaecidos en el año 2013, cuando mi posesión da cuenta de ingresar a la 

Alcaldía Municipal de Tuluá el primero (01) de enero de 2016 y por tanto, no se 

contempla dentro de las condiciones y elementos que trae la legislación sobre la 

institución jurídica de Repetición. 

 

Es por ello que no puede existir prueba de una conducta culposa o dolosa, menos el 

de una actuación u omisión generadora de algún tipo de detrimento –a sabiendas 

que el mismo municipio cataloga en el Hecho Octavo  de la demanda que “no se 

aseguró un ahorro para el municipio de Tuluá y NO endilga de manera precisa y 

probada un detrimento”- pues al momento de la ocurrencia de los hechos que dieron 

origen al medio de control de Reparación directa -año 2013-  y del cual arrojaría la 

condena; CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, no cumplía con ninguna función 

pública dentro de la alcaldía municipal de Tuluá y, por tanto, menos incurrió en alguna 

conducta que lesionara y tuviese vinculación directa con dichos hechos que fue lo que 

a la postre se determina en sendos fallos, tanto en primera como en segunda instancia 

se depreca frente a los docentes y directivos docentes del plantel educativo, pero 

en nada enloda al comité de conciliación de la adiada 2016 .   

 

Teniendo en cuenta, que en los mismos documentos anexados al libelo 

demandatorio, se advierte el Acta de conciliación No. 030 del 16 de noviembre de 

2016 -pág. 85 del libelo de demanda y anexos-, en donde se hace un análisis técnico 

y jurídico al respecto de la sentencia de un proceso del año 2013, sobre unos hechos 

de una supuesta falla en el servicio de marzo de 2013  y que al recibir CARLOS 

ANDRÉS RIVERA CARDONA como jefe de  la oficina asesora jurídica  para la adiada 

de 2016 ya se había hecho una defensa jurídica y técnica por parte del grupo jurídico  



 
 
 
 
 
 

          
  Página 3 de 19 

 

de la época  2013,  el proceso se encontraba en despacho para fallo en el año 2016 

y al momento del fallo 31 de agosto de 2016, escasos 6 meses de haber asumido 

el cargo como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica; -se estableció con el profesional 

universitario de defensa judicial encargado del proceso (según Decreto 280-018.1399 

de diciembre 28 de 2015 Ver  en la página 58). y quien asistió a las audiencias como 

consta dentro de dicho proceso en este mismo juzgado tercero administrativo de 

Buga y con quién venía desempeñando esas funciones desde el año anterior y que 

conocía el expediente-, la defensa con la técnica pertinente para el caso y como lo 

establece el mismo Municipio de Tuluá en su escrito de demanda en el numeral 

TERCERO del capítulo de los HECHOS , se recurrió en alzada de manera oportuna a 

la sentencia No. 154 del 31 de agosto de 2016, -proferida por este mismo juzgado 

tercero administrativo de Buga-, lo que advierte el cumplimiento de las funciones 

encomendadas y juradas a cumplir por  CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA como 

jefe de  la oficina asesora jurídica  para la adiada de 2016. 

 

Así las cosas y teniendo en cuenta lo que se predica legalmente para estar legitimados 

en la causa y que obre prueba de estar en este proceso bajo esa calidad o para tal fin, el 

artículo 142 de la Ley 1437 de 2011-CPACA, establece que: 

 

“ARTÍCULO 142. Repetición. Cuando el Estado haya debido hacer un 

reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u 

otra forma de terminación de conflictos que sean consecuencia de la 

conducta dolosa o gravemente culposa del servidor o ex servidor público 

o del particular en ejercicio de funciones públicas, la entidad respectiva deberá 

repetir contra estos por lo pagado.” 

 

En el mismo sentido se desprende del artículo 2 de la Ley 678 de 2001 y de disimiles 

posiciones sentadas por la jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado y de la 

Honorable Corte Constitucional, que así lo han decantado. 
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Por tanto, al existir una condena por el medio del control de Reparación Directa -

ARTÍCULO 140 CPACA. Reparación directa. En los términos del artículo 90 de la 

Constitución Política, la persona interesada podrá demandar directamente la reparación del 

daño antijurídico producido por la acción u omisión de los agentes del Estado.-; en donde se 

decantó en doble instancia las consideraciones fácticas y jurídicas al respecto, dejando 

dilucidando los funcionarios para la época de los hechos pudieron incurrir en dicha 

conducta, no es pertinente, ni conducente  que hoy sin prueba contundente, el 

Municipio de Tuluá, pretenda repetir contra Carlos Andrés Rivera Cardona, como 

Integrante del Comité de Conciliación cuyo objeto es actuar como instancia 

administrativa  en procura de la defensa de los intereses de la entidad, evitando 

lesionar el patrimonio público, según el Artículo 16 del decreto1716 de 2009 

compilado en el artículo 2.2.4.3.1.2.2 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015, a saber: 
 

 

ARTÍCULO 16. COMITÉ DE CONCILIACIÓN. <Artículo compilado en el 

artículo 2.2.4.3.1.2.2 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015. Debe tenerse en 

cuenta lo dispuesto por el artículo 3.1.1 del mismo Decreto 1069 de 2015> El Comité 

de Conciliación es una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, 

análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa 

de los intereses de la entidad. 

Igualmente decidirá, en cada caso específico, sobre la procedencia de la conciliación 

o cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción estricta a las 

normas jurídicas sustantivas, procedimentales y de control vigentes, evitando lesionar 

el patrimonio público. 

 

Así mismo se realizó una defensa técnica y jurídica conforme a lo que venía 

desarrollando en Municipio con el profesional universitario de defensa judicial 

encargado del proceso para la adiada de 2016 (según Decreto 280-018.1399 de 

diciembre 28 de 2015 Ver en la página 58). y quien asistió a las audiencias como 

consta dentro de dicho proceso en este mismo juzgado tercero administrativo de 

Buga, al igual que se contó con dicho profesional universitario para el análisis y la 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/decreto_1069_2015.htm#2.2.4.3.1.2.2
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/decreto_1069_2015.htm#2.2.4.3.1.2.2
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/decreto_1069_2015.htm#3.1.1
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conceptualización jurídica del comité de conciliación que expediría el acta No. 030 de 

noviembre 16 de 2016, cuyo transcriptor brindaba apoyo jurídico al grupo de defensa 

judicial orientado por el Profesional universitario con funciones arriba descritas en el 

Manual; fundamentados en tres (3) jurisprudencias del Honorable Consejo de Estado 

y bajo la teoría de “Falla  Relativa”. 

 

Por lo que el comité en pleno asumió la posición de NO CONCILIAR, de conformidad 

a la técnica que venía desarrollando el Municipio de Tuluá como defensa institucional 

desde el momento de 2013 y la etapa de la litiscontestation dentro del proceso de 

radicación número 760013331002-2014-00341-00 del Juzgado Tercero 

Administrativo de Buga y hasta el momento del fallo de primera instancia, etapa a 

partir e de la cual el que realmente asumimos en el año 2016 con la nueva 

administración, bajo el argumento obviamente de lo que había técnica y 

jurídicamente tomado la defensa institucional el Municipio de Tuluá en dicho proceso, 

impetrando el recurso de apelación a la sentencia  No. 154 del 31 de agosto de 2016. 

 

En tanto en cuanto, NO se presentó y NO obra en el expediente prueba que soporte 

o dé cobijo jurídico -que envuelva a CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, 

posesionado el 01 de enero de 2016, ni en tiempo, modo o lugar, para la época de 

ocurrencia de los hechos –año 2013- para determinar que se encuentra inmerso en el 

artículo 142 de la Ley 1437 de 2011 –Repetición- en concordancia con el artículo 2 de 

la Ley 678 de 2001, es decir que no se puede predicar ninguno de los tres (3) 

elementos indispensables para que se configure dicha figura jurídica-; por parte de la 

Alcaldía Municipal de Tuluá, que acredite la calidad en me integran al proceso como 

demandado.  

 

Es de anotar que tanto en la ratio decidendi, como en el decisum, en sendas instancias 

judiciales -fallos No. 154 del 31 de agosto de 2016, como en el del Tribunal Contencioso 

Administrativo del Valle del 04 de febrero de 2021, proferida por la sala de decisión No. 4. 

M.P. LUZ ELENA SIERRA VALENCIA-, lo medular es la Falla del Servicio en el deber de custodia 
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y cuidado surgida ante la omisión que quebranta la garantía de cuidado sobre quienes están 

bajo su custodia y subordinación, que en el del proceso principal originario de esta repetición 

se ve implícito en el personal docente y administrativo de la institución educativa para 

la época de los hechos año 2013 y no se predica por razones expuesta al comité de 

conciliación para la adiada de 2016. 

 

A más de ello, no se encuentra coherencia, ni verosimilitud al llamamiento en calidad de 

demandado a CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, cuando el mismo Juzgado Tercero 

Administrativo de Buga –primera instancia- y Tribunal Contencioso Administrativo del Valle 

-segunda instancia-  establecen en sendas sentencias,  una imputación de responsabilidad 

a título de falla en la prestación del servicio, de parte del personal de docentes de la 

institución educativa para la época de los hechos 2013, así mismo en el punto sexto de 

los hechos de la demanda el mismo Municipio de Tuluá lo replica, y en nada abarca, endilga 

o sindica  a CARLOS ANDRÉS RIVERA CARDONA, como integrante del comité de 

conciliación  para la adiada 2016, por obvias razones; ahora bien, en tratándose del numeral 

octavo del libelo demandatorio, la alcaldía municipal, no aporta ninguna prueba y menos 

establece un NEXO DE CAUSALIDAD, entre los hechos y el acta de conciliación, menos 

demuestra o aporta prueba siquiera sumaria de cuál es el detrimento causado al erario 

municipal y ni solventa dicha situación, solo discurre la literatura o narrativa sobre la 

decisión de NO Conciliar, y peor al disponer del termino desafortunado de que “no se 

aseguró un ahorro al municipio”, es decir que desde siempre ad initio de este proceso de 

repetición el comité sabía que no había un detrimento y hablan como si el municipio de 

tratase de una entidad financiera, de ahorro o crédito o un símil; pero no enlaza en ningún 

momento dicho predicado con una probanza que estacione a CARLOS ANDRÉS RIVERA 

CARDONA en calidad de demandado de este medio de control, con vocación a repetir; es 

decir este hecho es insulso y no se demuestra con ningún material probatorio que 

directamente dicte o dirija a que se omitió o se actuó causando algún tipo de menoscabo 

al presupuesto municipal, al no establecer conciliación en el año 2016; cuando las 

sentencias establecen, itero, una falla en el servicio  y NO UN PERJUICIO POR NO 

CONCILIAR; por lo que resulta un señalamiento tozudo por parte de la administración 
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municipal de Tuluá, que podría estar rayano en desdibujar el verdadero sentido del proceso 

y de la figura jurídica de la repetición y dejando mi buen nombre y criterio profesional 

con una GRAN TACHA. 

 

De colofón, es menester insistir que se actuó como integrante del comité de conciliación y 

como jefe de la oficina asesora jurídica para la adiada 2016 de la forma y la manera que la 

Constitución nacional, las leyes y las jurisprudencias del Consejo de Estado, como doctrina 

probable, nos dictaban y en nada, estoy incursos -por el tiempo, modo y lugar- en los 

elementos sine qua non de la institución jurídica de la Repetición, muy en especial, en de 

una conducta sea de acción u omisión frente a unos hechos ocurridos en 2013, y menos en 

la condición de funcionario público o particular investido de tal, pues itero mi posesión 

se dio en el año 2016,  y lo que se condena en sendas instancia, es una falla en el servicio 

por parte del personal de docentes de la institución educativa para la época de los 

hechos 2013 y no como erróneamente la vista del ente territorial querer pretender hacer ver 

con la posición institucional de NO conciliar con fundamentos jurídicos en el acta 

consignados; pues de admitir la teoría planteada por la entidad territorial de Tuluá  que al 

no conciliar se ostenta un llamado a repetir, permitiría dos posiciones o escenarios a tener 

en cuenta: i) Al momento de las condenas y sus valores entre el primer fallo del Juzgado 

Tercero Administrativo de Buga y el de segunda instancia del Tribunal Contencioso 

Administrativo del Valle, por ser este último CONFIRMATORIO EN SU INTEGRIDAD de 

aquel, no puede deducirse, colegirse merma o perdida ni siquiera considerable al erario de 

la entidad territorial, que configure en Carlos Andrés Rivera Cardona, la oportunidad de 

repetir, por lo establecido en el acta No. 30 del 31 de agosto de 2016 como firmante e 

integrante del Comité de conciliación de 2016, mucho menos responsabilidad por los 

hechos acecidos en el año 2013 en la institución educativa de occidente, y por lo que 

fue condenado en sendos fallos con responsabilidad directa allí establecida que recaería en 

el personal docente y administrativo de dicho centro educativo. Estando claros en que 

no hubo detrimento al patrimonio del Municipio de Tuluá, en tanto en cuanta al estadio o 

panorama del primer fallo –que fue en donde se estableció la decisión institucional 

fundamentada de no conciliar- y la condena de segunda instancia, en dicho escenario no se 
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contempla ningún mayor valor a asumir o pagar por parte del Municipio de Tuluá por los 

hechos acaecidos en el año 2013, como para contemplar siquiera la posibilidad de un 

detrimento, par acudir contra Carlos Andrés Rivera Cardona en Repetición.  ii) Daría pie o 

se presentaría la oportunidad que se integre el contradictorio con unos LITISCONSORTES 

NECESARIOS, que no se tuvieron en cuanta al trabar la litis  y estos serían todos los 

profesionales universitarios de defensa judicial que estuvieron a cargo del proceso y del Jefe 

de Oficina Asesora Jurídica para la época de los hechos –año 2013 - y encargados éstos de 

la defensa judicial en primera instancia, así como a todos los integrantes de los comité de 

conciliación desde el año 2013 hasta la fecha del fallo de última instancia -2021-, pues estos 

también tuvieron la oportunidad para conciliar.  Y como así mismo lo advierte la Alcaldía 

Municipal en el Acta No. 27 del Comité de Conciliación, defensa judicial y prevención 

del daño antijurídico del Municipio de Tuluá, reunión ordinaria de fecha 23 de 

noviembre de 2021 (págs. 103 – 104) en donde se debatió la posibilidad de repetir y 

que sirve de soporte probanzal para incurrir en este medio de control y nos tiene en 

este escenario judicial. Y que desarrollaré como sustentáculo para formular la subsiguiente 

excepción previa. 

 

2. Invocar la EXCEPCIÓN PREVIA de No comprender la demanda a todos los 

litisconsortes necesarios, contemplada en el numeral 9 del artículo 100 del CGP, 

a saber:  

 

Al hacer impetración de la demanda y del medio del control arriba determinados, se 

observa la falta de integración de Litisconsortes Necesarios, por parte de la Alcaldía 

Municipal de Tuluá, en la legitimación de la causa por pasiva, toda vez que se 

desprende de los hechos que no se está incorporando al alcalde municipal de Tuluá 

para la época de los hechos, año 2013 y que en conexidad con ello tampoco al jefe 

de la oficina asesora jurídica, para la época de los hechos, año 2013, y a los 

integrantes del comité de conciliación para la época de los hechos, año 2013; 

teniendo en cuenta que estos serían indispensables, inescindibles ad initio del proceso 

como para las resultas del fallo;  por lo que no es de recibo la discriminación que el 
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ente territorial de Tuluá hace de ellos, sin justificación aparente, teniendo en cuenta 

que no son eludibles al proceso y resultarían sine qua non, para resolverse de manera 

uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que 

sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, es así como la 

teoría general del derecho decanta que en la demanda deberá formularse por todas 

o dirigirse contra todas las personas que son inescindibles en el escenario jurídico del 

proceso, en voces del artículo 61 del CGP. 

 

Con mayor desconsuelo se analiza el apartamiento que hace el Municipio de Tuluá al 

NO INTEGRAR a todos los legitimados en la causa por pasiva, muy a pesar que en 

los documentos anexos a la demanda que hoy nos ocupa, está el Acta No. 27 del 

Comité de Conciliación, defensa judicial y prevención del daño antijurídico del 

Municipio de Tuluá, reunión ordinaria de fecha 23 de noviembre de 2021 (págs. 

103 – 104 ) en el título ANÁLISIS Y CONCEPTO PARA CONCILIAR  numeral 

“Contra quién o quiénes se deberá ejercer la acción de repetición en caso de 

proceder; en donde establecen que tanto al alcalde de la época de los hechos, como 

a los abogados que ejercieron y asumieron la defensa técnica del caso en la época de 

hechos, deberán estar legitimados en la causa por pasiva en sede judicial para el 

medio de control de repetición subexamine, empero al momento de impetrar el 

medio de control, lucen, brillan por su ausencia, itero sin justificación alguna. 

 

A más de ello para la época de los hechos 2013 y al momento de instaurar la demanda 

en el medio de control de reparación directa, el comité de conciliación de la alcaldía 

municipal de Tuluá, tuvo la oportunidad de conciliar dichas conductas, hechos, tanto 

de manera prejudicial como judicial y no se llevó a cabo; lo que se deduciría o colegiría 

del análisis del Municipio de Tuluá al momento de impetrar esta REPETICION, que a 

ellos –comité de conciliación del año 2013- de perogrullo, también se les debería 

cobijar la litisconsorciada en necesaria por pasiva, pues no tendría ningún sentido que 

odiosamente se distinguiera o discriminará sin sustentáculo entre unos a otros o entre 

estos y aquellos, sustentáculo en derecho, que dé argumentos para obviarlos.   



 
 
 
 
 
 

          
  Página 10 de 19 

 

 

Por lo que no es de recibo, que se aparten de sus mismas teorías –la entidad territorial 

de Tuluá- y arbitrariamente determinen unas legitimaciones y deslegitimen otras, sin 

motivo aparente, aun cuando en la misma acta 27 de noviembre 23 de 2021, así lo 

contemplan, pero ad initio de la demanda no se haya predicado de sus nombres para 

acompañar el contradictorio en sede judicial. 

 

En conclusión, es impajaritable, que tanto las consecuencias condenatorias en primera fueron 

CONFIRMADAS EN SU TOTALIDAD por el ad quem y por tanto, en segunda instancias los 

valores tanto en salarios mínimos legales como en pesos, se mantuvieron incólumes, esto es, 

no variaron ni a mayor, ni menor valor, LO QUE DE SOSLAYO O A OJO DE BUEN CUBERO 

Y HASTA CON PRECISION, SE DESCARTA TAJANTEMENTE ALGUN TIPO DE 

DETRIMENTO, MERMA, PERDIDA EN EL PRESUPUESTO MUNICPAL DE TULUÁ, con 

ocasión del cumplimiento de la función legal del comité de conciliación del ente territorial 

para el año 2016 y por ello no existe ni se presentó prueba alguna por parte del Municipio 

de Tuluá  que demuestre lo contrario.  

  

En merito a lo expuesto, establezco el siguiente; 

 

 

P E D I M E N T O  

 

Solicito a usted señor juez se despache favorablemente estas EXCEPCIONES PREVIAS consagradas 

en los numerales 9 y 6 del artículo 100 de CGP, por las razones arriba expuestas y por las pruebas en 

que me finco para establecerlas, que se encuentran dentro del mismo expediente procesal tanto del 

proceso primario y que es fuente de este medio de control distinguido con radicado número 

760013331002-2014-00341-00 de este Juzgado Tercero Administrativo de Buga (En 

donde se advertirá el profesional Universitario de defensa judicial encargado del proceso y 

que asistió a las audiencias; las razones y concepto del  acta de conciliación No. 030 de 

noviembre 16 de 2016, fundamento del recurso de alzada a la sentencia No. 154 de agosto 

31 de 2016); así como de las que se desprenden del libelo de demanda (En donde se adjunta 
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el Acta No. 27 del 23 de noviembre de 2021, Reunión Ordinaria del Comité de Conciliación, 

defensa judicial y prevención del daño antijurídico del Municipio de Tuluá, (págs. 103 – 104 

en el título ANÁLISIS Y CONCEPTO PARA CONCILIAR  numeral “Contra quién o quiénes se 

deberá ejercer la acción de repetición en caso de proceder”) . y POR TANTO SE RETIRE MI 

NOMBRE como parte demandada dentro del proceso radicado No. 2021-00010-00, por 

las razones fácticas y jurídicas, aquí expuestas y decantadas. 
 

 

P R U E B A S  
  

Para que se tengan como pruebas anexo las siguientes: 

  

Documentales. 

 

1. Proceso del control de Reparación directa con Radicación número 760013331002-

2014-00341-00 llevado en este Juzgado Tercero Administrativo de Buga. 

 

2. Acta No. 27 del 23 de noviembre de 2021, Reunión Ordinaria del Comité de 

Conciliación, defensa judicial y prevención del daño antijurídico del Municipio de 

Tuluá, que se encuentra como anexo en las págs. 103 – 104 en el título ANÁLISIS Y 

CONCEPTO PARA CONCILIAR numeral “Contra quién o quiénes se deberá ejercer la 

acción de repetición en caso de proceder”, dentro de este proceso del medio de 

control de repetición número 76-111-33-33-003 – 2022-00010-00. 

 

3. Respuesta derecha de petición de la Secretaria de Desarrollo Institucional, donde se 

establecen los nombres de los funcionarios que ostentaban los cargos para la adiada 

2013 de la Jefe de al Ofician Asesora Jurídica y los Profesionales Universitarios del 

grupo de Defensa Judicial encargados del proceso del medio de control de 

Reparación directa número 760013331002-2014-00341-00 llevado en este Juzgado 

Tercero Administrativo de Buga. 
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4. Manual de Funciones y competencias laborales –Decreto 280-018.1399 de diciembre 

28 de 2015-. Vigente para la época y donde se establecen las funciones del Profesional 

Universitario del grupo de Defensa Judicial, pág. 58.  

 

A N E X O S : 

 

1. Tarjeta Profesional de Abogado, para actuar en mi propia representación judicial. 
 

2. Lo establecido en el acápite de pruebas y lo determinado en este escrito de 

excepciones previas, como anexos. 

 
 

F U N D A M E N T O S  L E G A L E S : 

 

Son fundamentos de estas excepciones previas, el numeral 3 y el parágrafo segundo del 

Artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 y los artículos 100 y ss. del CGP. 
 

 

N O T I F I C A C I O N E S : 

 

Carrera 25 No. 25 – 36, Edifico Octavio Montoya Oficina 404 

Email: carabog@gmail.com 

 

 

Del señor Juez, atentamente; 

 

 

 

 

CARLOS ANDRES RIVERA CARDONA  

C.C. No. 94.153.245 de Tuluá 

T.P. No. 143.689 del H C.S. de la J. 

 

mailto:carabog@gmail.com
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(Cedula de ciudanía,  Tarjeta Profesional de Abogado)  
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C É D U L A  D E  C I U D A D A N Í A   
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T A R J E T A  P R O F E S I O N A L   
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(Respuesta Alcaldía Municipal de Tuluá, a sol icitud de 

información al respecto)
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